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SUPREMA DE JUSTICIA

SALA DE CASACIÓN CIVIL

Magistrado Ponente

FERNANDO GIRALDO GUTIÉRREZ
Bogotá, D. C., ocho (8) de abril de dos mil trece (2013).
Aprobado en sala del trece (13) de marzo de dos mil trece (2013).

Ref: Exp. 5451831030022008-00102-01
Se decide la reposición frente al auto del 23 de noviembre de 2012, que declaró inadmisible y, en consecuencia, desierto el recurso de casación formulado contra la sentencia del 6 de octubre de 2011, proferida por la Sala Única del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pamplona, dentro del proceso ordinario de Graciela Vélez contra personas indeterminadas.

ANTECEDENTES
1.- El pronunciamiento objeto de inconformidad se fundamentó en que “la cancelación de los portes por los obligados se hizo de manera extemporánea, esto es, al quinto día siguiente al vencimiento de la oportunidad concedida por la ley procesal para el efecto” (folios 26 al 32).
2.- En oportunidad, los impugnantes Ramón Antonio y Eduardo Vélez Contreras recurren para que se revoque y “en su lugar, se admita el recurso de casación ya concedido”, con base en las siguientes razones (folios 43 al 46):

a.-) Como el proceso adelantado es agrario no se puede desvirtuar el principio de gratuidad que lo rige, pues, las disposiciones del Código de Procedimiento Civil “tan solo se pueden aplicar a la jurisdicción agraria, en la medida que sean compatibles con la naturaleza de los procesos agrarios, así como con los objetivos que aquella persigue y los principios que la inspiran”.

b.-) La carga de pagar portes que impone el artículo 132 del estatuto procesal civil no aplica para estos casos, “por ser antagónico y estar en contravía” de los artículos 16 numeral 1, 14 inciso segundo y 139 del Decreto 2303 de 1989.

c.-) Dicha compilación “es norma especial que reguló en forma totalizadora lo relativo a la jurisdicción agraria y sus principios y es muy posterior al artículo 132 del C.Pr.C. que data de la reforma introducida por el Decreto 2282/1989 (sic)”.
d.-) El artículo 370 del Código de Procedimiento Civil, en el segundo inciso, “establece categóricamente, que interpuesto el recurso de casación y concedido por el Tribunal, éste dispondrá el envío del expediente a la Corte. No al correo. Lo anterior es válido según los artículos 139 y 140 del Decreto 2303/1989 que derogan las disposiciones del C.Pr.C. que sean contrarias al principio de gratuidad de la justicia agraria, tal como lo es el artículo 132 del C.Pr.C. (sic)”.

e.-) Lo anterior lo refuerza el estudio sistemático de los artículos 387 ibídem y 4° de la Ley 1394 de 2010 que prohíben el cobro de servicios y gastos no remunerables “en los procesos declarativos como la pertenencia agraria”.

f.-) El proveído atacado es inadmisible por ser contrario al artículo 228 de la Constitución Política que “institucionalizó el principio tutelar de la prevalencia del derecho sustancial”, además, infiere “un grave perjuicio a un recurrente inválido (invidente), porque impone una sanción procesal que en la normativa agraria no existe (…) patrocinando el despojo de un minifundio rural a un campesino invidente (médicamente ciego)”, lo que resulta paradójico, “dado que la Constitución Política de Colombia ordena a todas las autoridades y en especial a las judiciales, que a los disminuidos físicos y/o sensoriales como el recurrente, se les debe prestar protección doble y reforzada, para garantizarles la vigencia de sus derechos constitucionales vigentes”.
3.- La Secretaría dio al escrito el trámite de rigor legal. Los demás interesados guardaron silencio (folios 47 y 48).
4.- Estando a despacho para resolver, llegó escrito proveniente de la Procuraduría General de la Nación con el que, “en cumplimiento de nuestra misión constitucional y funciones legales, le hacemos llegar fotocopia del escrito signado por el ciudadano Eduardo Vélez Contreras, en el cual plantea elementos de juicio relacionados con un recurso interpuesto ante esa Corporación y que se encuentra en reposición del auto de noviembre 23 de 2012, que decide inadmitirlo” (folio 78).

El citado documento anexo reproduce en esencia la sustentación antes resumida, invocando en adición la Ley 1346 de 2009, aprobatoria de la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad (folios 71 al 77).
CONSIDERACIONES
1.- Dispone el artículo 348 del Código de Procedimiento Civil al regular lo concerniente a la procedencia del recurso de reposición y la oportunidad para formularlo, que “[s]alvo norma en contrario, el recurso de reposición procede contra los autos que dicte el juez, contra los del Magistrado sustanciador no susceptibles de súplica y contra los de la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia, para que se revoquen o reformen”, circunstancias dentro de las cuales encuadra la presente situación.

2.- Pretenden los inconformes que se reconsidere la inadmisión del recurso, aduciendo que la jurisdicción agraria es gratuita, por lo que el pago de portes de correo no aplica para este asunto, y que como uno de los demandados es discapacitado, por su condición de invidente, merece una especial protección.
3.- Está acreditado y tiene incidencia en la decisión que se está adoptando, lo siguiente:
a.-) Que Graciela Vélez Contreras adelantó proceso ordinario de pertenencia contra personas indeterminadas.

b.-) Que al trámite comparecieron Eduardo, Cecilia y Ramón Antonio Vélez Contreras, desconociendo la calidad de poseedora alegada por la accionante, quien es su hermana, y afirmando que el predio disputado forma parte del inmueble Quinta Velez, vinculado a la sucesión de José Vicente Vélez Gómez, padre de todos ellos.
c.-) Que la primera instancia accedió a la usucapión en sentencia que confirmó el ad quem.

d.-) Que Ramón Antonio, Eduardo y Cecilia Vélez Contreras, interpusieron casación contra el fallo de segundo grado.
e.-) Que el Tribunal concedió el recurso el 31 de enero de 2012 y dispuso dar cumplimiento al artículo 132 del Código de Procedimiento Civil (folios 203 al 205, cuaderno 8).

f.-) Que el porte de envío del expediente lo pagó por fuera de tiempo “el secretario” del vocero judicial, para esa época, de Eduardo y Cecilia Vélez Contreras (folios 15 al 18).
g.-) Que desde el momento en que Eduardo Vélez Contreras intervino por primera vez en el pleito, y hasta la fecha, siempre ha estado representado por profesional del derecho debidamente reconocido.
4.- No se abre paso a la reposición pretendida por las razones que a continuación se exponen:
a.-) Ninguna discusión plantean los recurrentes en relación con la extemporaneidad en la satisfacción de los emolumentos necesarios para remitir el plenario a esta Corporación, motivo por el cual quedan enhiestos los pilares que soportan la decisión discutida.
Empero, el descontento lo edifican en la gratuidad, que califican de absoluta en los procesos agrarios y la discapacidad de uno de ellos.

b.-) El artículo 16 del Decreto 2303 de 1989, en su numeral primero, establece que:
“En aplicación de lo dispuesto en el artículo 14 de este decreto, conforme a lo establecido en el Título IV del Código de Procedimiento Civil, serán facultades y así mismo deberes del juez: (…) 1°. Procurar que no se desvirtúen los fines y principios a que se refiere el artículo antes citado, en especial los atinentes a la igualdad real de las partes ante la justicia, mediante la tutela de los derechos de la más débil, a la gratuidad de aquélla, la simplicidad, concentración y brevedad de las actuaciones y, por ende, celeridad de los procesos, cuya paralización debe impedir, dándoles el impulso necesario, como también los relativos a la inmediación del juez y sana crítica en la apreciación de la prueba, todo ello sin menoscabo del principio fundamental del debido proceso”.
Quiere decir que el “principio de gratuidad” en esos términos queda condicionado a la “tutela de los derechos de la [parte] más débil”, que no puede ser otra diferente a aquella que se le concede amparo de pobreza, en los términos del capítulo IV del citado Estatuto, que en su artículo 19 lo contempla para “todo campesino de escasos recursos, sea demandante, demandado o interviniente a cualquier título en el proceso”.

Para la concesión del beneficio, según el artículo 21 ibídem, “bastará que el interesado afirme, personalmente o por conducto de su representante, bajo juramento que se considerará prestado por la sola presentación de la solicitud, que se encuentra en una de las condiciones establecidas en el artículo 19 de este decreto”.

En este caso en particular ninguno de los recurrentes, ni su apoderado, formuló, teniendo la prerrogativa para hacerlo, solicitud en ese sentido. Antes por el contrario, asumieron la contienda como si no lo necesitaran. Prueba de ello se evidencia con el pago extemporáneo del porte. Dicho de otra manera, no asume una carga quien considera que no está compelido a ello.
Esto significa que, a pesar de las condiciones que ahora de manera novedosa alegan, estaban plenamente enterados del deber y de la obligación de satisfacer dicho compromiso pecuniario.

c.-) Refuerza lo anterior el artículo 14 de la misma compilación, en virtud del cual “[l]os jueces y magistrados aplicarán la Ley sustancial teniendo en cuenta que el objeto de esta jurisdicción es conseguir la plena realización de la justicia en el campo, en consonancia con los fines y principios generales del derecho agrario, especialmente el relativo a la protección de la parte más débil en las relaciones de tenencia de tierra y de producción agraria” (resaltado extraño al texto), sin que implique la exoneración de las cargas propias que consagran las normas adjetivas, para obtener la satisfacción de los derechos sustanciales cuya protección se busca.

No se puede olvidar, como lo recordó la Corte en auto de 7 de septiembre de 2011, exp. 2005-00079, que “[e]n punto a las cargas procesales, como lo tiene dicho la jurisprudencia, ‘debe el recurrente ceñirse estrictamente a la reglamentación que de ellas haga la ley, la que por su carácter indiscutiblemente procesal, está dada por norma de imperativo cumplimiento’, agregando que cuando la ley, ‘a más de imponer la carga, establece la forma y el tiempo en que debe cumplirse’ excluye el arbitrio del litigante ‘a quien entonces no le queda manera de cumplirla útilmente de modo diverso’ (autos 038 y 7262 de 14 de abril y 21 de septiembre de 1988)’ (auto de 21 de abril de 2008, exp. 00026)”.
d.-) En contra de lo que pregonan los censores, respecto de la falta de alcance en los debates agrarios del artículo 132 del Código de Procedimiento Civil en vista de la especialidad normativa sobre la materia, como bien lo señala el artículo 139 del Decreto 2303 de 1989, en los aspectos no contemplados allí “se aplicarán las disposiciones del Código de Procedimiento Civil, en cuanto sean compatibles con la naturaleza de los procesos agrarios, con los objetivos que persigue este estatuto y los principios que lo inspiran”.
Pues, bien, en relación con el recurso de Casación en el citado decreto sólo figura el artículo 50, que establece “una restricción de tipo legal que la circunscribe a los casos expresamente señalados en el indicado precepto y sin que sea aplicable la reglamentación general prevista en el artículo 366 del Código de Procedimiento Civil” (auto del 22 de noviembre de 2011, exp. 2006-00063).

Pero en tal regulación se guardó silencio sobre las causales, oportunidad, legitimidad para interponerla, justiprecio del interés, concesión, efectos, admisión, trámite y requisitos de la demanda; lo que quiere decir que para agotar tales pasos se hacen obligatorias las pautas contempladas en los artículos 368 al 374 del estatuto procesal civil.

e.-) La referencia que se hace a los artículos 387 ibídem y 4° de la Ley 1394 de 2010, es descontextualizada pues tales estipulaciones se refieren al arancel judicial, que corresponde a “una contribución parafiscal destinada a sufragar gastos de funcionamiento e inversión de la administración de justicia”, ajena a los gastos y erogaciones que necesariamente deben asumir las partes en cumplimiento del deber de “prestar al juez su colaboración para la práctica de pruebas y diligencias”, estrictamente relacionados con el proceso.

f.-) Si bien el artículo 228 de la Constitución Política advierte que en las actuaciones de la administración de justicia “prevalecerá el derecho sustancial”, a renglón seguido acota que “los términos procesales se observaran con diligencia y su incumplimiento será sancionado”, efecto adverso predicable también de quienes intervienen activamente en el litigio y están obligados a que éste se adelante con celeridad y cumpliendo las reglas del debido proceso, que constituye una garantía de orden superior de conformidad con el artículo 29 ejusdem.

g.-) En cuanto a la condición de “inválido (invidente)” que aduce el recurrente Eduardo Vélez Contreras, la misma no implica un trato preferencial al de los demás participantes ante los estrados judiciales. Admitir esa atestación sería tanto como desconocer que “todas las personas nacen libres e iguales ante la ley, recibirán la misma protección y trato de las autoridades y gozarán de los mismos derechos, libertades y oportunidades sin ninguna discriminación”, como lo pregona el artículo 13 id.
Si bien, según el inciso tercero del mismo canon constitucional, “[e]l Estado protegerá especialmente a aquellas personas que por su condición económica, física o metal, se encuentren en circunstancia de debilidad manifiesta”, no quiere decir que se les apliquen diferentes raceros para el ejercicio de las facultades y obligaciones establecidas en la legislación procesal.

Con mayor razón, cuando el propósito de la Convención sobre los Derechos de las personas con Discapacidad, aprobada por la Ley 1346 de 2009, “es promover, proteger y asegurar el goce pleno y en condiciones de igualdad de todos los derechos humanos y libertades fundamentales por todas las personas con discapacidad, y promover el respeto de su dignidad inherente” (resaltado ajeno al texto).
Adicionalmente, Eduardo Vélez Contreras no ha actuado como una parte aislada, sino para una masa sucesoral de la cual también participan los demás hermanos comparecientes, con quienes ha compartido vocería profesional, y siempre ha contado con representación judicial en defensa de sus intereses, sin que la ceguera que padece sea por sí constitutiva de debilidad en el escenario judicial.
5.- Consecuentemente, se mantendrá la providencia cuestionada.
6.- En atención a que la Procuraduría General de la Nación remitió oficio a la Sala relacionado con el tema aquí debatido, de manera complementaria, se le remitirá copia de la presente providencia para su información.
DECISIÓN
En mérito de lo expuesto, la Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil,
RESUELVE

Primero: No reponer el auto mediante el cual se declaró inadmisible y, consecuentemente, desierto el recurso de casación dentro del asunto de la referencia.
Segundo: Enviar copia de este proveído al Procurador Delegado para Asuntos Ambientales y Agrarios, de la Procuraduría General de la Nación.

Tercero: Prevenir a la Secretaría para que cumpla lo aquí ordenado.
Notifíquese
MARGARITA CABELLO BLANCO

RUTH MARINA DÍAZ RUEDA

FERNANDO GIRALDO GUTIÉRREZ

ARIEL SALAZAR RAMÍREZ

ARTURO SOLARTE RODRÍGUEZ

JESÚS VALL DE RUTÉN RUIZ
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